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Resumen
El estudio identifica y analiza las normas so-
bre uso del territorio en Chile, concluyendo 
que estas carecen de la coherencia, armonía y 
plenitud necesarias como para ser denomina-
das “sistema de ordenamiento territorial”, lo 
que genera efectos negativos en el desarrollo 
del turismo. En este contexto, la nueva Ley 
de Turismo estableció la figura de las zonas 
de interés turístico (zoit), asociada a débiles 
mecanismos a través de los cuales se concre-
taría la pretensión de ordenación del territorio. 
No obstante sus ventajas, particularmente la 
prioridad de estos territorios para la atracción 
de inversión pública, se critica la primacía 
de otros intereses sobre el interés turístico y 
no solucionar los problemas endémicos de 
incoherencia y descoordinación del ordena-
miento territorial chileno.

Palabras clave: ordenamiento territorial, 
planificación territorial, coherencia y coor-
dinación pública, zonas de interés turístico.

Abstract
This article identifies and analyzes the rules 
on land use in Chile, concluding that they lack 
coherence, harmony and fullness needed to be 
called “territorial planning system”, genera-
ting a negative impact on tourism develop-
ment. In this context, the new Tourism Lay 
established the figure of Tourist Interest Zones 
(zoit), associated with weak mechanisms 
through which the objective of territorial 
planning would materialize. Notwithstanding 
their advantages, such as prioritizing these 
territories to attract public investment, the 
article criticizes the primacy of other interest 
than tourism and not to solve the endemic 
problems of inconsistency and lack of coor-
dination of the Chilean territorial planning.

Key words: territorial planning, public policy 
coordination and coherence, Priority Touristic 
Areas.
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Introducción2

Por medio de este trabajo se pretende indagar 
acerca del conjunto de normas jurídicas, de 
distinta jerarquía y ámbito de aplicación, que 
gobiernan el uso y el aprovechamiento del 
territorio en un sistema jurídico determinado, 
es decir, del ordenamiento territorial en Chile.

Desde ya, se debe señalar que el ordenamien-
to jurídico chileno no cuenta con un autén-
tico “sistema” de ordenamiento territorial, 
toda vez que, como se verá, el conjunto de 
normas jurídicas que regulan el uso del te-
rritorio se encuentran fuertemente dispersas, 
descoordinadas y, en ocasiones, provocan 
graves problemas de incoherencia normativa 
e institucional. Dentro del conjunto de nor-
mas sobre ordenamiento territorial destaca, 
para el sector turismo, la Ley Orgánica del 
Servicio Nacional de Turismo, que establece 
la categoría de las zonas y centros de interés 
turístico (en adelante zoit).

En esta investigación se hará una recapitula-
ción esquemática del conjunto de mecanis-
mos de ordenamiento territorial contemplados 
por la legislación chilena. Además, se hará un 
breve comentario a la ley que establece un 
sistema institucional para el desarrollo del 
turismo (en adelante, Ley Marco de Turismo). 

La legislación sobre ordenamiento 
territorial en Chile. Breve exposición

En un plano constitucional, el principio 
del ordenamiento territorial se encuentra 
indirectamente recogido en el artículo 1.º, 
inciso final, de la Constitución Política de 
la República, en cuanto establece como 

2	  Agradezco la revisión y aportes efectuados por la abogada 
Alejandra Alvarado, investigadora del Centro de Estudios 
Constitucionales y Administrativos de la Universidad Mayor. 
No obstante lo anterior, el autor asume toda la responsabilidad 
por el contenido del presente artículo. 

deber del Estado “promover la integración 
armónica de todos los sectores de la nación”, 
enunciación que se desarrolla en los artículos 
3 y 115 y siguientes de la Carta Magna. Estas 
disposiciones establecen el deber estatal de 
promover el “desarrollo territorial armónico 
y equitativo” entre las “regiones, provincias 
y comunas del territorio nacional”.

Con carácter general, se puede señalar que la 
dispersión e incoherencia del conjunto de ins-
trumentos, mecanismos y atribuciones de uso 
del territorio es de tal magnitud que algún au-
tor ha llegado a hablar del “confuso o difuso 
ordenamiento territorial” en Chile (Arenas, 
2007, pp. 203). Si el análisis se restringiese a 
los instrumentos de planificación territorial, 
establecidos en la Ley General de Urbanis-
mo y Construcciones –principal norma legal 
que, con carácter general, regula el uso del 
territorio urbano y, en parte, rural– se podría 
vislumbrar un alto grado de coherencia. Sin 
embargo, los instrumentos contenidos en este 
cuerpo legal se sitúan en un régimen de igual-
dad normativa con instrumentos contenidos 
en otras normas legales y reglamentarias que 
no siempre se han articulado de manera orde-
nada y sistemática.

La doctrina nacional ha elaborado distintas 
clasificaciones de los instrumentos de orde-
namiento territorial. Por su exhaustividad en 
la enumeración de instrumentos y la distin-
ción entre aquellos con incidencia directa o 
indirecta, se utilizará la clasificación formu-
lada por Allesch, 2002 (tabla 1). De esta se 
pueden extraer varias diferencias en las nor-
mas sobre ordenamiento territorial en Chile: 
i) existe una gran cantidad de instrumentos 
con incidencia indirecta en la ordenación 
del territorio; ii) existen diferentes niveles 
de planificación territorial, desde el nivel 
nacional al comunal, lo que repercute en el 
ámbito de aplicación de los instrumentos; iii) 
producto de lo recién indicado, intervienen 
en el proceso diferentes autoridades públicas, 
de distinta jerarquía y ámbito competen-
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cial3; y iv) algunos instrumentos contienen 
simplemente directrices generales, lo que 
incide negativamente en su nivel de efica-
cia práctica. No obstante algunos defectos 
de esta clasificación4, su valor analítico es 
indiscutible. Dadas estas características, re-
sulta sumamente complejo superar o resolver 
los casos de contradicciones o incoherencias 
normativas.

Aunque no será posible detenerse a explicar 
cada uno de los instrumentos de planificación 
territorial, se enunciarán al menos aquellos 
que se consideran más relevantes para la ac-
tividad turística.

Instrumentos de planificación 
territorial de la Ley General  
de Urbanismo y Construcciones

La Ley General de Urbanismo y Construccio-
nes (en adelante lguc) enumera los siguien-
tes instrumentos de planificación, según su 
ámbito de aplicación: Política Nacional de 
Desarrollo Urbano, Plan Regional de Desa-
rrollo Urbano, Plan Regulador Intercomunal 

3	  Es del caso recordar que el ordenamiento jurídico chileno 
reconoce cuatro categorías de leyes según su lugar en la pirámide 
normativa, comenzando por las leyes interpretativas de la 
Constitución, las leyes orgánicas constitucionales, las leyes de 
quórum calificado y las leyes simples o comunes (artículo 66 de 
la Constitución Política de la República). Además, el presidente 
de la República también posee potestad reglamentaria para dictar 
reglamentos, decretos e instrucciones, al turno que los servicios 
públicos pueden dictar resoluciones para ejercer sus respectivas 
funciones públicas. Finalmente, las municipalidades ejercen su 
potestad normativa mediante ordenanzas.
4	  Por ejemplo, en ocasiones, se confunde el instrumento de 
planificación territorial con la norma jurídica que lo estatuye. 
Es el caso de la Legislación Minera y la Ley Indígena, cuyos 
instrumentos de planificación radican en las concesiones mineras 
y las áreas de desarrollo indígena, respectivamente. Además, 
dos instrumentos identificados como de carácter indicativo: 
saneamientos de títulos y división de predios rústicos, no tienen 
tal carácter, toda vez que de su aplicación se generan efectos 
obligatorios tanto para los particulares como para las autoridades 
públicas. Finalmente, no se incluyó en esta tabla a la Secretaría 
Interministerial de Planificación de Transporte (Sectra), que 
tiene una línea de trabajo vinculada a los estudios de ingeniería 
vial para hacer coherente la zonificación con la capacidad vial. 
Agradezco al profesor Jorge Negrete, que llamó mi atención sobre 
este órgano. 

o Metropolitano, Plan Regulador Comunal, 
Plan Seccional y Límite Urbano5. 

La planificación urbana comunal, esto es, 
“aquella que promueve el desarrollo armóni-
co del territorio comunal, en especial de sus 
centros poblados, en concordancia con las 
metas regionales de desarrollo económico-
social”, se realiza mediante un Plan Regula-
dor Comunal6. 

En cuanto a la institucionalidad pública, ca-
be señalar que en el proceso de aprobación o 
modificación de estos instrumentos interviene 
principalmente la Secretaría Regional Minis-
terial (en adelante, Seremi) de Vivienda y Ur-
banismo respectiva, con consulta (caso de los 
planes intercomunales) o previa formulación 
(caso de los planes reguladores comunales) 
de la municipalidad o municipalidades res-
pectivas. Finalmente, los instrumentos de 
planificación territorial deben ser aprobados 
por el Consejo Regional7.  

No obstante la importancia de la lguc, no se 
hará un análisis pormenorizado de sus dis-
posiciones, por estimarse que existen otros 
instrumentos de planificación territorial más 

5	  Tanto la Política Nacional como el Plan Regional de 
Desarrollo Urbano son instrumentos orientadores de las 
decisiones públicas y privadas de uso del suelo. Las reglas 
concretas que traducen estas orientaciones se encomiendan a los 
instrumentos de planificación territorial de inferior jerarquía y 
ámbito de aplicación. 
6	  Según la lguc, es un instrumento constituido por un conjunto 
de normas sobre adecuadas condiciones de higiene y seguridad en 
los edificios y espacios urbanos, y de comodidad en la relación 
funcional entre las zonas habitacionales, de trabajo, equipamiento 
y esparcimiento.
7	  El artículo 36 de la Ley Orgánica Constitucional sobre 
gobierno y administración regional, dispone que “Corresponderá 
al Consejo Regional: c) aprobar los planes regionales de 
desarrollo urbano, los planes reguladores metropolitanos y los 
planes reguladores intercomunales propuestos por la Secretaría 
Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo. Aprobar los 
planes reguladores comunales y los planes seccionales de 
comunas que no formen parte de un territorio normado por 
un plan regulador metropolitano o intercomunal, previamente 
acordados por las municipalidades, en conformidad con la 
Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre la base 
del informe técnico que deberá emitir la Secretaría Regional 
Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva”.
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atingentes a la actividad turística, realizada 
principalmente en áreas rurales en nuestro 
país.

Instrumentos de regulación  
del territorio no urbano

En primer lugar, en los territorios que se en-
cuentren fuera del límite urbano de la comu-
na respectiva se contempla la hipótesis del 
artículo 55 lguc, denominada “cambio de 
uso de suelo”. La regla general es la prohi-
bición de abrir calles, subdividir para formar 
poblaciones o levantar construcciones. Ex-
cepcionalmente, se contempla la posibilidad 
de: desarrollar viviendas sociales (de hasta 
$20.000.000, aproximadamente); comple-
mentar alguna actividad industrial con vi-
viendas; dotar de equipamiento a algún sector 
rural o habilitar un balneario o campamento 
turístico. Se requiere autorización de la Sere-
mi de Agricultura, previo informe favorable 
de la Seremi de Vivienda y Urbanismo. En la 
práctica, como señalan Figueroa Velasco 
y Figueroa Valdés, esta disposición ha ge-
nerado graves distorsiones a la normativa, al 
permitir el desarrollo de viviendas sociales 
fuera de los límites urbanos y sin exigencias 
mínimas de urbanización (Figueroa y Figue-
roa, 2006, pp. 168). 

En segundo lugar, otra normativa de re-
gulación es el Decreto Ley sobre División 
de Predios Rústicos, que dispone que los 
inmuebles situados “fuera de los límites ur-
banos” de los tres grandes centros urbanos 
del país “podrán ser divididos libremente 
por sus propietarios siempre que los lotes 
resultantes tengan una superficie no inferior 
a 0,5 hectáreas físicas”, con la prohibición de 
cambiar el uso de suelo agrícola de los predios 
resultantes de la división. Sin embargo, se 
agregaron una serie de excepciones a la 
limitación de tamaño de la división, la más 
importante de las cuales, incorporada el año 
2002, permitió transferencias a cualquier 

título a una ascendiente o descendiente del 
dueño, destinadas a construir una vivienda, y 
en que el predio resultante podía tener entre 
500 y 1.000 metros cuadrados, superficie muy 
inferior a la limitación original. Esta situación 
ha dado lugar a las denominadas “parcelas 
de agrado”.

Sistema de evaluación de impacto 
ambiental

La legislación ambiental chilena parte de 
la base de que los proyectos o actividades 
económicas pueden producir alteración o 
cambios en el medio ambiente, pero se busca 
evitar que esas actividades contaminantes ge-
neren una alteración significativa del medio 
ambiente, de conformidad a un procedimiento 
reglado denominado “evaluación de impacto 
ambiental” 8 y respetando las normas de ca-
lidad ambiental. Todo ello guarda perfecta 
conformidad con la Constitución, que asegura 
el derecho a vivir en un medio ambiente li-
bre de contaminación (artículo 19 n.º 8 de la 
Constitución).  

Para determinar qué actividades económi-
cas se someten al Sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental (en adelante seia), la ley 
señala varios criterios, entre ellos: “Ejecución 
de obras, programas o actividades en parques 
nacionales, reservas nacionales, monumen-
tos naturales, reservas de zonas vírgenes, 
santuarios de la naturaleza, parques marinos, 
reservas marinas o en cualesquiera otras áreas 
colocadas bajo protección oficial, en los casos 

8	  La Ley de Bases Generales del Medio Ambiente define 
la evaluación de impacto ambiental como: “el procedimiento, 
a cargo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente o de 
la Comisión Regional respectiva, en su caso, que, en base a 
un estudio o declaración de impacto ambiental, determina si 
el impacto ambiental de una actividad o proyecto se ajusta a 
las normas vigentes”. A su vez, se define impacto ambiental 
como: “la alteración del medio ambiente, provocada directa 
o indirectamente por un proyecto o actividad en un área 
determinada”.
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en que la legislación respectiva lo permita” 
(artículo 10 p).

A su turno, para determinar si el proyecto o 
actividad sujeto a evaluación de impacto am-
biental se someterá a un estudio de impacto 
ambiental (completo proceso de descripción 
de las actividades a realizar, los efectos que 
se generarán y las medidas de mitigación) o 
bien una declaración de impacto ambiental 
(simple declaración jurada de cumplimiento 
de la normativa ambiental), la Ley de Bases 
Generales del Medio Ambiente o lbma señala 
una serie de criterios. 

Al efecto, cabe precisar que a través del ar-
tículo 10 letra p) de la lbma, y en la medida 
que se considere que una zoit es un área pro-
tegida9, un proyecto que se emplace en esta 
siempre ingresará al seia10, y con ello será 

9	  Al respecto, se debe partir señalando que la Ley de Bases del 
Medio Ambiente define medio ambiente como un sistema global 
constituido por elementos naturales y artificiales de naturaleza 
física, química o biológica, socioculturales y sus interacciones, 
en permanente modificación por la acción humana o natural y 
que rige y condiciona la existencia y desarrollo de la vida en sus 
múltiples manifestaciones (artículo 2 letra ll). De lo anterior se 
colige que el turismo es parte integrante del concepto de medio 
ambiente. Con ello, a nuestro juicio no resulta coherente lo 
planteado en el reglamento de las zoit, en su artículo 21 inciso 
tercero, en el sentido que “en caso de declararse un área como 
zona de interés turístico debido a la existencia de elementos 
o componentes ambientales que constituyan condiciones 
especiales para la atracción turística, se deberá dejar constancia 
de ello en el decreto supremo respectivo”. A la luz de lo señalado 
anteriormente, particularmente considerando la definición 
omnicomprensiva e integral de medio ambiente, no se vislumbra 
de qué manera una zoit podría no contar con dichos elementos 
o componentes ambientales, por lo que la exigencia de dejar 
constancia expresa de ello sería superflua, ya que todos los 
territorios zoit poseerían dichas características.
10	  Dicha afirmación no es pacífica. Así existen quienes plantean 
que el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental es, 
en ciertos casos, en atención al inciso final del artículo 21, ya 
citado. De esta forma, tendrían un tratamiento diferenciado, y 
las zoit relativas a componentes ambientales ingresarán al seia 
y las demás no.
A su vez, existen quienes plantean que no deberían ingresar 
siempre al seia, puesto que la definición de zoit, contenida en 
el artículo 13 de la Ley de Turismo, apunta a que el objetivo 
de esta figura es la inversión privada, por tanto, las medidas 
de conservación serían una preocupación secundaria. En 
consecuencia, se plantea que al ser el objetivo primordial la 
inversión indicada, no cumplirían con un componente elemental 
para ser consideradas áreas protegidas, y que sería que su 

exigible la declaración de impacto ambiental. 
Ahora bien, para considerar la procedencia 
de un estudio de impacto ambiental, hay que 
recurrir al artículo 11 letra e) de la lbma, se-
gún el cual, entrarán al sistema “si generan 
o presentan a lo menos uno de los siguien-
tes efectos, características o circunstancias: 
e) Alteración significativa, en términos de 
magnitud o duración, del valor paisajístico o 
turístico de una zona”.

Respecto a lo anterior, es importante destacar 
que el reglamento antiguo (Decreto 30 de 
1997, del Ministerio Secretario General de la 
Presidencia) se hacía cargo de este numeral 
(11 letra e lmba) y señalaba en su artículo 
10 que: “A objeto de evaluar si el proyecto 
o actividad, incluida sus obras y / o accio-
nes asociadas, en cualquiera de sus etapas, 
genera o presenta alteración significativa, en 
términos de magnitud o duración, del valor 
paisajístico o turístico de una zona, se consi-
derará: e) La intervención o emplazamiento 
del proyecto o actividad en un área declarada 
zona o centro de interés turístico nacional, 
según lo dispuesto en el Decreto Ley 1224 
de 1975. En consecuencia, con la normativa 
antigua se entendía que existía alteración sig-
nificativa al valor turístico de una zona si el 
proyecto se emplazaba en una zona declarada 
de interés turístico.

En la configuración del reglamento actual, la 
letra e) recién mencionada, no se contempla, 
y el artículo 9 del reglamento del seia señala 
que “A objeto de evaluar si el proyecto o ac-
tividad, en cualquiera de sus fases, genera o 
presenta alteración significativa del valor tu-
rístico de una zona, se considerará la duración 
o magnitud en que se obstruya el acceso o se 
alteren zonas con valor turístico”.

existencia se deba a razones ambientales. Véase también el 
informe “Análisis de la institucionalidad, la regulación y los 
Sistemas de Gestión y Ordenamiento del Territorio en Chile” 
(Ferradanehme, 2011, pp. 107 y 108, recuperado el 3 de 
octubre de 2011 en [http://planificacionmdu.ieut.cl/wp-content/
uploads/2013/05/FN-IEUT-OT-Informe-FINAL-20111012.pdf]).
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En síntesis, con el reglamento antiguo se con-
sideraba explícitamente que existía alteración 
significativa del valor turístico si el proyecto 
se emplazaba en una zoit, mientras que con el 
actual reglamento se debe evaluar la duración 
o magnitud del proyecto a efectos de consi-
derar si procede o no el estudio. Por tanto, ya 
no existe norma expresa para predicar que 
el estudio de impacto ambiental se requiera 
siempre que se ubique un proyecto en una 
zona de interés turístico.

Áreas silvestres protegidas

Desde la óptica jurídica, el sistema vigente 
tiene su origen en el régimen de reservas fo-
restales y parques nacionales, establecido en 
la Ley de Bosques, que data de 1931. El obje-
tivo de estas categorías es la conservación de 
especies forestales y de la belleza del paisaje 
en determinados territorios. Estos terrenos 
pueden ser fiscales o particulares, previa ex-
propiación, según un procedimiento especial 
que se establece en la ley. Además, se autoriza 
a la Corporación Nacional Forestal (en ade-
lante conaf) a cobrar derechos o tarifas por 
el acceso público a ellos. Finalmente, se crea 
un mecanismo de preservación de estas áreas, 
toda vez que el artículo 11 dispone que sólo 
puedan destinarse a otro efecto que el propio 
cuando así lo disponga la ley. Además, existe 
el mecanismo de las áreas silvestres protegi-
das privadas, establecido en la Ley de Bases 
Generales del Medio Ambiente.

En el párrafo anterior se mencionó que este es 
el sistema vigente desde la perspectiva jurídi-
ca, por cuanto la ley que creó el denominado 
snaspe (Sistema Nacional de Áreas Silves-
tres Protegidas del Estado) no se encuentra 
vigente, toda vez que se sujetó su entrada en 
vigor a la plena vigencia de la ley que creó la 
nueva conaf, n.° 18348, la cual, a su turno, 
supeditó su entrada en vigencia al decreto 
que cancelara la personalidad jurídica de la 
antigua conaf, lo que hasta la fecha no ha 

ocurrido. En consecuencia, y hablando en 
términos estrictamente jurídicos, el nuevo 
sistema del snaspe no se encuentra en pleno 
funcionamiento, sin perjuicio de la subsisten-
cia de la antigua conaf, que ejerce facultades 
de vigilancia sobre los parques nacionales y 
las reservas forestales. Esta conclusión con-
firma lo señalado por Fernández (1999, pp. 
112), quien, comentando el proyecto de ley de 
nueva institucionalidad forestal –que explica 
probablemente la no dictación del decreto que 
disuelva la antigua conaf– señaló que sólo 
mediante la dictación del aludido acto ad-
ministrativo se pondría en vigencia la nueva 
conaf-Pública, que permitiría darle vigencia 
a la ley que creó el snaspe.

La ley de Monumentos Nacionales 
como herramienta de ordenamiento 
territorial

La Ley sobre Monumentos Nacionales esta-
blece cinco categorías de conservación: mo-
numentos históricos, monumentos públicos, 
monumentos arqueológicos, zonas típicas y 
santuarios de la naturaleza. Se trata de inmue-
bles que, por sus especiales características, se 
sujetan a un régimen especial bajo tuición y 
protección del Estado, que se ejerce a través 
del Consejo de Monumentos Nacionales. Por 
su relevancia para la actividad turística, se 
aludirá a las zonas típicas y los santuarios de 
la naturaleza. 

En primer término, las zonas típicas se de-
finen como “aquellas poblaciones o lugares 
donde existieren ruinas arqueológicas, o 
ruinas y edificios declarados monumentos 
históricos”, y en que se desee mantener el 
carácter ambiental y propio de estas zonas. 
Como consecuencia de la declaración de zona 
típica, se debe cumplir con lo siguiente: 

1. Para hacer construcciones nuevas en una 
zona declarada típica o pintoresca, o para eje-
cutar obras de reconstrucción o de mera con-
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servación, se requerirá la autorización previa 
del Consejo de Monumentos Nacionales, la 
que sólo se concederá cuando la obra guarde 
relación con el estilo arquitectónico general 
de dicha zona, de acuerdo a los proyectos 
presentados. 2. En las zonas declaradas típi-
cas o pintorescas se sujetarán al reglamento 
de esta ley los anuncios, avisos o carteles, 
los estacionamientos de automóviles y ex-
pendio de gasolina y lubricantes, los hilos 
telegráficos o telefónicos y, en general, las 
instalaciones eléctricas, los quioscos, postes, 
locales o cualesquiera otras construcciones, 
ya sean permanentes o provisionales. 

Además, de conformidad al Acuerdo del Con-
sejo de Monumentos Nacional de 7 de marzo 
de 2001, se debe elaborar un instructivo de 
intervención, que fijará, en cada caso, “los re-
quisitos especiales que deben cumplirse para 
todas las intervenciones que impliquen obras 
de construcción, reconstrucción o mera con-
servación, sean permanentes o provisorias”, 
instructivos que se deben incorporar en los 
planes reguladores comunales e intercomu-
nales respectivos.

En cuanto a los santuarios de la naturaleza, 
se definen como “aquellos sitios terrestres o 
marinos que ofrezcan posibilidades especiales 
para estudios e investigaciones geológicas, 
paleontológicas, zoológicas, botánicas o de 
ecología, o que posean formaciones naturales, 
cuyas conservaciones sean de interés para la 
ciencia o para el Estado” (Ley 17288 de 1970). 
En esos sitios no se pueden iniciar trabajos de 
construcción o excavación ni desarrollar ac-
tividades como pesca, caza, explotación rural 
o cualquiera otra actividad que pudiere alterar 
su estado natural, sin previa autorización del 
Consejo de Monumentos Nacionales.

Concesiones marítimas y regulación 
de los espacios costeros

Se encuentran definidas en la Ley sobre Con-
cesiones Marítimas como “las que se otorgan 

sobre bienes nacionales de uso público o 
bienes fiscales cuyo control, fiscalización y 
supervigilancia corresponde al Ministerio de 
Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, 
cualquiera que sea el uso a que se destine la 
concesión y el lugar en que se encuentren 
ubicados los bienes”. La Ley General de 
Pesca y Acuicultura define las concesiones 
de acuicultura, como “el acto administrativo 
mediante el cual el Ministerio de Defensa 
Nacional otorga a una persona los derechos 
de uso y goce, por tiempo indefinido sobre 
determinados bienes nacionales, para que esta 
realice en ellos actividades de acuicultura”.

La actividad acuícola sólo se puede desarro-
llar en áreas apropiadas para estos efectos, 
fijadas por la Subsecretaría de Marina. Al fijar 
estas áreas, se tiene en cuenta la “existencia de 
recursos hidrobiológicos o de aptitudes para 
su producción y la protección del medio am-
biente”. Se considerarán también “aspectos 
de interés turístico y las áreas protegidas que 
constituyen Parques Nacionales, Reservas y 
Monumentos Nacionales”. 

En forma complementaria, la Subsecretaría 
de Marina ha dictado la Política Nacional 
de Uso del Borde Costero (D.S. n.º 475, de 
1994), que tiene por objeto realizar un “pro-
ceso de ordenamiento y planificación de los 
espacios que conforman el borde costero del 
litoral, que tiene por objeto definir el territorio 
y establecer sus múltiples usos, expresados en 
usos preferentes, y graficados en planos que 
identifiquen, entre otros aspectos, los límites 
de extensión, zonificación general y las condi-
ciones y restricciones para su administración”. 
Al mismo tiempo, esta política establece cier-
tas áreas de uso preferentemente turísticas y 
áreas de importancia turística relativa, según 
la zonificación preliminar que acompaña a 
dicha política y que debe ser aprobada por el 
Gobierno de cada una de las regiones.

Finalmente, se establece en la Ordenanza 
General de Urbanismo y Construcciones 

Anuario Turismo y Sociedad, vol. xv, noviembre 2014, pp. 237-250



U n i v e r s i d a d  E x t e r n a d o  d e  C o l o m b i a 	

y SOCIEDAD
244

Facu l t ad  de  Adm in i s t r a c i ón  de  Emp resas  Tu r í s t i c a s  y  Ho t e l e r a s

la categoría de zona de protección costera 
(zpc), que consiste en un “área de tierra firme 
de ancho variable, de una extensión mínima 
de 80 metros medidos desde la línea de la 
playa, en la que se establecen condiciones 
especiales para el uso del suelo, con el objeto 
de asegurar el ecosistema de la zona costera 
y de prevenir y controlar su deterioro”. Estas 
condiciones especiales de protección deberán 
ser incorporadas en los planes intercomunales 
o reguladores respectivos.

Las zonas y centros de interés 
turístico como instrumento de 
ordenamiento territorial en Chile

A partir de la entrada en vigencia del D.L. 
1.224 (1974), Ley Orgánica del Sernatur, se 
crea la categoría de zoit, figura inédita en 
nuestro ordenamiento jurídico. A su vez, con 
la entrada en vigencia de la nueva Ley de Tu-
rismo se define a las zoit como los “territorios 
comunales, intercomunales o determinadas 
áreas dentro de estos, que tengan condiciones 
especiales para la atracción turística11 y que 
requieran medidas de conservación y una pla-
nificación integrada para promover las inver-
siones del sector privado”. La declaratoria de 
zoit se hará por medio de Decreto Supremo 
del Ministerio de Economía, previo acuerdo 
del Consejo de Ministros de Turismo12, infor-
me del Sernatur e informes vinculantes de los 
municipios respectivos. 

Las siguientes consecuencias se derivan de 
la declaratoria de zoit13. Primero, la formu-

11	  Se entiende por “condiciones especiales para la atracción 
turística”, según el artículo 2 b) del reglamento, la presencia 
de atractivos turísticos naturales, antrópicos y / o culturales, 
singularidad de paisaje o belleza escénica capaz de atraer flujo 
de visitantes y turistas.
12	  De acuerdo con el artículo 6.º del proyecto ley, se crea un 
Consejo de Ministros de Turismo encargado de sancionar la 
política nacional de turismo, la política de promoción y de ejercer 
labores de coordinación interinstitucional en materias de turismo. 
13	  La declaración se obtiene por un plazo indefinido, no 
obstante la facultad que tiene el Comité de Ministros de revocarla 
si las circunstancias cambian.

lación o modificación de un instrumento de 
planificación territorial en aquellas zonas de-
claradas de interés turístico requerirá informe 
del Servicio Nacional de Turismo. Segundo, 
en el caso de la elaboración o modificación de 
planes reguladores comunales y límites urba-
nos en zonas declaradas de interés turístico, se 
requerirá, previo a su discusión por el Conce-
jo Comunal, un informe del Servicio Nacional 
de Turismo. Este documento deberá ser incor-
porado en la información que se entregue a la 
ciudadanía. Tercero, la modificación de los 
planes reguladores intercomunales o metro-
politanos, y que involucre zonas declaradas de 
interés turístico, requerirá consulta al Servicio 
Nacional de Turismo por parte de la Secretaría 
Regional de Vivienda y Urbanismo. Cuarto, 
el subsecretario de Turismo podrá proponer al 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo, a través 
de la respectiva Secretaría Regional, o de los 
municipios, según corresponda, las modifi-
caciones a los planes reguladores comunales, 
intercomunales y metropolitanos que estime 
necesarias. 

Quinto, cuando se solicite la aplicación del 
artículo 55 de la Ley General de Urbanismo 
y Construcciones fuera de los límites urbanos 
de las comunas con zonas declaradas de inte-
rés turístico, se requerirá informe previo del 
Servicio Nacional de Turismo. Finalmente, 
las zonas de interés turístico tendrán carácter 
prioritario para la ejecución de programas y 
proyectos públicos de fomento al desarrollo 
de esta actividad, así mismo, para la asigna-
ción de recursos destinados a obras de infraes-
tructura y equipamiento necesarios.

En consecuencia, el objetivo primario de 
esta figura es constituirse en un importante 
referente de ordenamiento territorial, permi-
tiendo a la autoridad, de forma coordinada y 
coherente, planificar el uso del territorio en 
aquellas zonas con potencial de desarrollo 
turístico. Sin embargo, tal como veremos a 
continuación, este objetivo está lejos de ha-
berse cumplido.
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La posición jurídica de las zoit 
en el esquema de instrumentos de 
ordenamiento territorial

En la anterior legislación relativa a las zoit 
existían impedimentos legales para dar apli-
cación al Plan de Ordenamiento Territorial. 
En efecto, las disposiciones relativas a dicho 
instrumento se encontraban tácitamente de-
rogadas por el artículo 7.º de la Ley General 
de Urbanismo y Construcciones, en cuanto 
señala que: “Las disposiciones de la presente 
ley prevalecerán sobre cualquiera otra que 
verse sobre las mismas materias, sin perjuicio 
de las disposiciones que contenga el Decreto 
Ley de Reestructuración del Ministerio de 
Vivienda y Urbanismo. En consecuencia, se 
entenderán derogadas las disposiciones de 
otras leyes que fueren contrarias a las de la 
presente Ley”. 

En buena lógica jurídica, se trata de una 
disposición, esta última, de igual jerarquía, 
posterior en el tiempo y especial en la ma-
teria, en relación con la atribución del plan 
de ordenamiento contenida en la Ley Orgá-
nica del Sernatur. Así, al regular una materia 
relativa al ordenamiento territorial, y dado 
que es incompatible con las disposiciones ya 
señaladas de la lguc, el artículo 29 de la Ley 
Orgánica de Sernatur debe entenderse tácita-
mente derogado en virtud de que las normas 
de la lguc son posteriores en el tiempo y de 
carácter especial en cuanto a la materia del 
ordenamiento territorial. 

A mayor abundamiento, la atribución del Ser-
natur de establecer el plan de ordenamiento 
territorial y el deber de adecuación quedaría 
tácitamente derogada a partir de la entrada en 
vigencia de la Ley Orgánica Constitucional 
de Municipalidades, en cuanto por jerarquía 
normativa y por contemplar la planificación 
y regulación de la comuna como atribución 
privativa de las municipales (artículo 3.º), y 
dada la naturaleza actual de las municipalida-
des, en cuanto corporaciones autónomas de la 

administración del Estado, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, no estando suje-
tas a vínculos de subordinación o dependencia 
respecto de la administración central, como 
ocurría a la época de dictación de la Ley Or-
gánica del Sernatur. 

Finalmente, una tercera razón que conduce 
a sostener la derogación tácita del plan de 
ordenamiento territorial de las zoit reside en 
las atribuciones genéricas de los Gobiernos 
regionales, establecidas en el artículo 17 de 
su Ley Orgánica Constitucional, en cuanto 
señala que: “Serán funciones del Gobierno 
regional en materia de ordenamiento territo-
rial: a) Establecer políticas y objetivos para el 
desarrollo integral y armónico del sistema de 
asentamientos humanos de la región, con las 
desagregaciones territoriales correspondien-
tes; y e) Fomentar y propender al desarrollo 
de áreas rurales y localidades aisladas en la 
región, procurando la acción multisectorial en 
la dotación de la infraestructura económica 
y social”. 

Lo anterior se complementa con lo dispues-
to en el artículo 20, letra f) del cuerpo legal 
citado, en cuanto establece las atribuciones 
del Gobierno regional en materia de apro-
bación de los instrumentos de planificación 
territorial establecidos en la lguc, sin aludir 
en momento alguno al plan de ordenamiento 
territorial de las zoit. Todo lo cual no hace 
más que reforzar la conclusión antedicha, en 
el sentido de que la atribución de Sernatur de 
aprobar planes de ordenamiento territorial 
con valor de instrumentos de ordenamiento 
territorial carece de todo sustento jurídico en 
la actualidad.

Valoración de las zoit en la nueva 
Ley de Turismo

En una valoración general de la ley se debe 
señalar que esta contiene aspectos positivos 
desde la perspectiva del ordenamiento territo-
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rial. 1) Se propende por una mayor coherencia 
de las zoit con la lguc, al suprimirse la figura 
del “plan de ordenamiento territorial”. Como 
ya se señaló, al no contemplarse esta figura en 
la lguc, carecía de valor jurídico y, en con-
secuencia, mantenerla en las leyes sectoriales 
de turismo sólo entorpecía y dificultaba la 
interpretación y armonización de las normas 
del sector. 2) Se incorpora la óptica turística 
en las áreas rurales, al disponer que para pro-
ceder a un cambio de uso de suelo fuera del 
radio urbano, esto es, la aplicación del artículo 
55 lguc, en territorios declarados zoit, será 
menester contar con un informe de Sernatur, 
aunque resulta cuestionable que este tenga 
carácter no vinculante14. 3) Finalmente, resul-
ta sumamente importante el establecimiento 
de una prioridad para la inversión pública en 
turismo en las zoit.

Entre los aspectos discutibles se debe men-
cionar, en primer lugar, la insuficiente im-
portancia del interés turístico en el ámbito de 
la planificación territorial. Esto se revela al 
observar las débiles atribuciones de las insti-
tuciones del sector turismo versus los poderes 
que mantienen los órganos públicos ligados 
al urbanismo y la construcción. A partir de 
lo anterior, se puede esperar que el interés 
urbano-inmobiliario continúe primando en 
el enfoque de desarrollo y de ordenamiento 
territorial que orienta las políticas públicas 
en Chile. 

En segundo lugar, resulta sumamente cues-
tionable que la ley no se haga cargo de la 
coherencia de los distintos mecanismos o 
herramientas de ordenamiento territorial en 
áreas rurales. Por ejemplo, ¿qué ocurrirá si 
en una zoit se encuentra un área silvestre 

14	  En cuanto a que la formulación o modificación de un 
instrumento de planificación territorial en aquellas zonas 
declaradas de interés turístico debe contar con informe 
del Sernatur. El artículo 16 de la ley de turismo indica que 
“Trascurrido el plazo sin que se haya dado cumplimiento a esa 
obligación, se entenderá realizado el trámite”, con lo cual sólo 
se puede colegir que el informe tiene un carácter consultivo.

protegida que no es de desarrollo turístico 
prioritario?15 Dado que el Ministerio encarga-
do de la administración de las áreas silvestres 
protegidas y el Ministerio de Bienes Naciona-
les tienen poder de veto dentro del Comité de 
Ministros para declarar un área silvestre como 
prioritaria para el desarrollo del turismo, se 
podría dar el caso que este declare una zoit y 
luego no pueda declarar como prioritaria para 
el desarrollo del turismo el área silvestre com-
prendida por esta, por el veto de los dos acto-
res mencionados. Finalmente, esta normativa 
no se hace cargo de los problemas endémicos 
del ordenamiento territorial en Chile y que se 
explican por el variopinto conjunto de normas 
jurídicas que regulan este sistema. Aunque 
solucionar los defectos de la legislación so-
bre ordenamiento territorial no es el objetivo 
la Ley de Turismo, no se vislumbra mayor 
avance si las normas contempladas tendrán 
efímera eficacia jurídica al verse sobrepasa-
das por otras normas de mayor jerarquía, por 
criterios de especialidad o por prevalencia de 
otros intereses económico-sociales. 

Conclusiones

El estudio del conjunto de normas jurídicas 
que regulan la materia “ordenamiento te-
rritorial” en Chile permite arribar a varias 
conclusiones. En primer lugar, se observa 
que se trata de una gran cantidad de normas 
jurídicas, de distinta jerarquía normativa, 
que datan de distintas épocas y que regulan 
distintos ámbitos materiales. En segundo lu-
gar, y como consecuencia de lo anterior, las 
normas de ordenamiento territorial carecen 
de la coherencia, armonía y plenitud nece-
sarias como para ser denominadas “sistema 
de ordenamiento territorial”, lo que genera 
negativos efectos en la promoción y fomento 
del turismo. 

15	  El proyecto de ley establece un sistema, a cargo del Comité 
de Ministros de Turismo, para declarar áreas silvestres protegidas 
prioritarias para el desarrollo del turismo.
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Entre las normas con incidencia en el ordena-
miento territorial se encuentra la Ley 20423, 
que establece un Sistema Institucional para el 
Turismo y contempla la figura de las zonas de 
interés turístico (zoit). Destinada a constituir 
un poderoso instrumento de ordenamiento 
territorial, la inserción de esta categoría en 
el conjunto de normas sobre ordenamiento 
territorial resulta, a lo menos, problemática. 
Esto por cuanto dicha categoría está asociada 
a débiles mecanismos a través de los cuales 
se concretaría la pretensión de ordenación del 
territorio, particularmente por cuanto no se 
coordina con los “instrumentos de planifica-
ción territorial” que contempla la Ley General 
de Urbanismo y Construcciones, principal 
norma jurídica que, con carácter general y sis-
temático, regula la materia del ordenamiento 
territorial en Chile. 

Además, el reglamento dictado para imple-
mentar la ley ha creado el instituto del “Plan 
de acción” de la zoit, el cual no se encuentra 
contemplado en el ámbito legal y posee es-

casa fuerza normativa y un valor meramente 
indicativo o voluntario. Estas características, 
descoordinación y voluntariedad de las herra-
mientas vinculadas al turismo han marcado 
la tónica del difuso y confuso ordenamiento 
territorial turístico en Chile, lo cual se cons-
tituye en una barrera para el desarrollo de la 
actividad, tanto en la relación entre las insti-
tuciones públicas vinculadas al sector, como 
sobre todo en el rol de fomento y coordina-
ción público-privada que le cabe al Estado.

Ahora bien, el análisis de esta ley conduce 
igualmente a sostener sus ventajas, tales co-
mo sincerar la situación incoherente del plan 
de ordenamiento territorial de las zonas de 
interés turístico y establecer la prioridad de 
estas zonas para atraer inversión pública de 
desarrollo del turismo, al tiempo que se critica 
fuertemente la circunstancia de dar primacía 
a otros intereses antes que al interés turístico 
y no solucionar los problemas endémicos de 
incoherencia y descoordinación del ordena-
miento territorial chileno.
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Tabla 1. Clasificación de los instrumentos de planificación territorial

Instrumentos de regulación directa
Nivel Tipo de instrumento Carácter

Nacional
Nacional
Nacional
Regional
Intercomunal
Comunal
Comunal
Comunal

Política Nacional de Desarrollo Urbano
Ley General de Urbanismo y Construcciones
Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones
Plan Regional de Desarrollo Urbano
Plan Regulador Intercomunal
Plan Regulador Comunal
Plan Seccional
Límite Urbano

Indicativo
Normativo
Normativo
Indicativo
Normativo
Normativo
Normativo
Normativo

Instrumentos con incidencia indirecta en el ordenamiento del territorio
Nivel Tipo de instrumento Carácter

Nacional
Nacional
Nacional
Regional
Nacional
Nacional
Nacional
Intercomunal
Nacional
Regional
Nacional
Nacional
Nacional
Nacional
Nacional

Cambios de uso del suelo sag, Minagri, minvu, mbn.
snaspe, Monumentos Nacionales, santuarios de la naturaleza.
Saneamientos de títulos (mbn), título gratuito (Ley 1939 mbn)
Estrategia de desarrollo regional
Legislación Minera
Áreas silvestres protegidas privadas
Plan de Manejo Forestal conaf

Planes de descontaminación y zonas saturadas
Zonas turísticas (Sernatur)
División de Predios Rústicos (D.L. 3.516)
Política de ordenación de cuencas
Zona de infraestructura de obras públicas (mop)
Ley Indígena
Ley Orgánica Municipal
Ley Orgánica Constitucional de los Gobiernos Regionales

Normativo
Normativo
Normativo
Indicativo
Normativo
Normativo
Normativo
Normativo
Normativo
Normativo
Indicativo
Normativo
Normativo
Normativo
Normativo 

Fuente: Allesch, 2002.

Tabla 2. Tipos de instrumentos de ordenamiento territorial, según nivel y carácter

Nivel Tipo de instrumento Carácter

Nacional

Política Nacional de Desarrollo Urbano Indicativo

Ley General de Urbanismo y Construcciones Normativo

Ordenanza General de Urbanismos y Construcciones Normativo

Regional Plan Regional de Desarrollo Urbano Indicativo

Intercomunal Plan Regulador Intercomunal o Metropolitano Normativo

Comunal

Plan Regulador Comunal Normativo

Plan Seccional Normativo

Límite urbano Normativo

Fuente: Gasto et ál., 2002. 
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